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CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL 
SR. CARL O T T O LENZ 

presentadas el 7 de julio de 1987* 

Señor Presidente, 
Señores Jueces, 

A. Hechos 

1. La demandada en el litigio ante el Tribu­
nal Supremo danés —el cual dio lugar a la 
cuestión prejudicial hoy considerada— es 
una sociedad danesa de capitalización divi­
dida en cuatro secciones gestionadas al pa­
recer de modo independiente (incluido el 
aspecto contable) y que —se nos asegura— 
deben considerarse según el Derecho danés 
como sociedades autónomas con patrimonio 
propio. La rama C de la demandada (el liti­
gio principal afecta a operaciones efectuadas 
en su sector) es una sociedad de «concentra­
ción», es decir, que el beneficio neto reali­
zado por medio de los títulos que pertene­
cen a esta rama no se distribuye, sino que se 
añade automáticamente al haber de la 
misma rama (el cual, por lo demás, se cal­
cula a partir de la cotización de los títulos 
disponibles y de la liquidez). Cada portador 
de un certificado, emitido por un importe 
nominal determinado, posee una cuota de 
tal haber y su valor (que determina la coti­
zación de los certificados) se calcula divi­
diendo el haber total por el número de cer­
tificados (según aparece en los Estatutos de 
la Sociedad, en particular en los artículos 
15, 18 y 19). 

2. En diciembre de 1979, la cotización de 
los certificados de la rama C de la deman­
dada alcanzó, según parece, alrededor de la 
cotización de 200 enteros. Puesto que, se­
gún las declaraciones de la demandada en el 
transcurso del procedimiento, la forma de 
los certificados ya no se ajustaba a la ley y 

debían distribuirse por consiguiente nuevos 
certificados, se aprovechó igualmente tal 
ocasión para rebajar la cotización de los 
certificados, lo cual es importante para los 
eventuales interesados. A tal efecto, se reti­
raron los antiguos certificados y, sin desem­
bolsarse ninguna cantidad, se efectuó una 
nueva distribución de doble número de cer­
tificados del mismo valor nominal, lo cual 
tuvo por efecto rebajar su cotización a 100 
enteros aproximadamente. 

3. Para la Administración Tributaria Da­
nesa, esta operación, que recuerda la distri­
bución de acciones gratuitas de las socieda­
des anónimas, constituía un hecho genera­
dor de un impuesto sobre las aportaciones 
en el sentido del apartado 3 del artículo 4 
de la Ley danesa sobre el impuesto sobre las 
aportaciones de 23 de mayo de 1973, que 
prevé que el aumento del capital represen­
tado por acciones o mediante la incorpora­
ción de beneficios o reservas permanentes o 
provisionales (léase beneficios, reservas o 
provisiones) está sujeta al impuesto sobre las 
aportaciones. De esta forma se exigió de la 
demandada un impuesto sobre las aporta­
ciones y ésta lo satisfizo efectivamente en 
junio de 1980 (lo cual se hizo deduciendo 
los impuestos liquidados en el momento de 
la emisión de certificados durante los años 
precedentes, en función de su cotización del 
momento). 

4. Al entender la demandada que no se 
trata en su caso de una capitalización de be­
neficios o reservas permanentes o provisio­
nales y que tampoco se produjo aumento del 
capital social (puesto que éste coincide en 
todo momento con el haber social de la 
rama C), solicitó la devolución del impuesto 

* Traducido del alemán. 
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sobre las aportaciones liquidado, y una sen­
tencia del Østre Landsret, de 28 de marzo 
de 1983, estimó en un primer momento su 
demanda. 

5. El Ministerio danés de Hacienda llevó 
entonces el caso al Højesteret (Tribunal Su­
premo). Puesto que la ley danesa en cues­
tión fue adoptada en cumplimiento de la 
Directiva 69/335/CEE del Consejo, de 17 
de julio de 1969 (EE 09/01, p. 22), relativa 
a los impuestos indirectos que gravan la 
concentración de capitales ' y hay que supo­
ner que la disposición legal citada tiene el 
mismo alcance que la letra a) del apartado 2 
del artículo 4 de la Directiva (que considera 
el aumento del capital social de una socie­
dad de capital mediante la capitalización de 
beneficios o reservas permanentes o provi­
sionales), el órgano jurisdiccional compe­
tente consideró útil solicitar la interpreta­
ción de la Directiva antes de dictar senten­
cia definitiva sobre el litigio. Suspendió, 
pues, el procedimiento del que estaba cono­
ciendo y solicitó al Tribunal de Justicia res­
puesta, de conformidad con el artículo 177 
del Tratado CEE, a las siguientes cuestio­
nes: 

«1) ¿Deben entenderse los artículos 10 y 11 
de la Directiva del Consejo de 17 de ju­
lio de 1969, relativa a los impuestos que 
gravan la concentración de capitales, en 
el sentido de que un Estado miembro 
no está autorizado para sujetar a las so­
ciedades de capital definidas por el artí­
culo 3 de la Directiva, respecto a las 
operaciones mencionadas en los artícu­
los 10 y 11 de esta misma Directiva, a 
un tributo distinto del impuesto sobre 
las aportaciones y de los impuestos 
mencionados en el artículo 12? 

2) Debe entenderse la letra a) del apartado 
2 del artículo 4 de la Directiva en el 
sentido de que una ampliación de capi­

tal de una sociedad mediante la capitali­
zación de los valores que allí se mencio­
nan es la única condición necesaria para 
sujetar a esta sociedad, en cumplimiento 
de la disposición citada, a un impuesto 
sobre las aportaciones o bien el Estado 
miembro está facultado para percibir un 
impuesto sobre las aportaciones aunque 
haya tan sólo un aumento del capital 
nominal?» 

6. Fueron presentadas sobre este asunto ob­
servaciones escritas (y también algunas ora­
les) por las partes del litigio principal (ac­
tuando también el ministerio citado en nom­
bre del Gobierno danés), por el Gobierno 
neerlandés y por la Comisión de las Comu­
nidades Europeas. Sobre el contenido de ta­
les observaciones me permito remitirme por 
el momento al informe para la vista. 

B. Análisis 

Entiendo que las cuestiones planteadas me­
recen la siguiente consideración. 

7. 1. Hay que tener en cuenta, en primer 
lugar, que no se discute entre las partes del 
litigio principal que la rama C de la deman­
dada es una sociedad de capital de las defini­
das por el artículo 3 de la Directiva 
69/335/CEE y que, por ello, es menester 
saber de qué forma han de interpretarse los 
hechos que crean, según la Directiva, la 
obligación fiscal con relación a los hechos 
que son objeto del litigio principal. En cual­
quier caso, el Højesteret no planteó la cues­
tión de si la Directiva [que se refiere en la 
letra b) del apartado 1 del artículo 3 a las 
sociedades, asociaciones y personas jurídicas 
cuyas partes representativas del capital o del 
patrimonio social puedan ser negociadas en 
bolsa] se aplica también jurídicamente a las 
ramas independientes de una sociedad y no 
ha lugar, por tanto, a considerar posterior­
mente este aspecto del asunto al que única­
mente se aludió al final de la vista. 

I - DOL 249 de 3.10.1969, pp. 25 y ss. En la versión del acto 
relativo a las condiciones de adhesión y de adaptación de 
los Tratados, DO L 73 de 27.3.1972, p. 93. 
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8. 2. En cuanto a la primera cuestión, rela­
tiva a la ilegalidad de los impuestos distintos 
de los expresamente enumerados, todas las 
partes del litigio sugieren una respuesta po­
sitiva y no cabe más que sumarse a la misma 
si se considera la letra de las tres disposicio­
nes contempladas con relación a la estruc­
tura global de la Directiva y a sus conside­
randos. 

9. De esta forma, es significativo que el ar­
tículo 10 imponga a los Estados miembros la 
obligación de no percibir ningún impuesto 
al margen del impuesto sobre las aportacio­
nes regulado por la Directiva y que se apli­
quen a este efecto los datos expuestos en el 
artículo 4 de la Directiva. Obsérvese igual­
mente que los Estados miembros, en virtud 
del artículo 11, letra a), no someterán a nin­
guna imposición, cualquiera que sea su 
forma, la creación, la emisión, la admisión 
para cotización en bolsa, la puesta en circu­
lación o la negociación de acciones, partici­
paciones u otros títulos de la misma natura­
leza, así como de los certificados represen­
tativos de estos títulos. Nótese además que 
los Estados miembros podrán, en virtud del 
artículo 12, percibir otros impuestos como 
excepción a los artículos 10 y 11; pero se 
pone de manifiesto que ninguno de los co­
rrespondientes supuestos —que tienen ob­
viamente carácter exhaustivo— presenta re­
lación alguna con el litigio principal. Final­
mente, se puede añadir el último conside­
rando, que precisa sin lugar a dudas que, los 
Estados miembros no pueden mantener 
otros impuestos indirectos que presenten las 
mismas características que el impuesto sobre 
las aportaciones de capital o el impuesto de 
timbre sobre los títulos, sino que, por el 
contrario, deben suprimirlos, con lo que se 
corre el riesgo de poner en peligro los fines 
perseguidos por las medidas previstas en la 
presente Directiva. 

10. 3. La segunda cuestión del Højesteret se 
refiere a la aplicación del artículo 4 de la 
Directiva, cuyo apartado 1 enumera las ope­
raciones que estarán sujetas al impuesto so­
bre las aportaciones, y cuyo apartado 2 enu­
mera las operaciones que los Estados miem­

bros podrán someter al impuesto sobre las 
aportaciones si lo consideran conveniente. 
Conviene determinar la forma en que ha de 
comprenderse la letra a) del apartado 2 del 
artículo 4 (lugar en el cual se trata del au­
mento del capital social de una sociedad de 
capital mediante la incorporación de benefi­
cios o reservas permanentes o provisionales) 
y decidir si basta para ello el aumento del 
capital nominal (que es lo que sucedió con 
la demandada en el litigio principal, aun 
cuando la estructura de su haber social no 
se haya modificado en absoluto) o más bien 
si es la aportación de los valores de activo 
mencionados en la letra a) del apartado 2 
del artículo 4, la que es decisiva, lo cual sig­
nifica sin lugar a dudas que la aportación se 
efectúa mediante un acto específico de un 
órgano de la sociedad que traslada determi­
nados activos desde el haber hacia el capital 
de garantía. 

11. No solamente la demandada en el liti­
gio principal, sino también en definitiva —si 
bien con una postura ligeramente más mati­
zada— la Comisión, se pronunciaron en fa­
vor de esta última interpretación. Por el 
contrario, la apelante en el litigio principal 
estima que conviene responder a la cuestión 
planteada en el sentido de la primera parte 
de la alternativa, lo mismo que el Gobierno 
neerlandés, que estimó que, en tales opera­
ciones (es decir, cuando se incorporan al ca­
pital de una sociedad beneficios o reservas 
permanentes o provisionales, sin pagar por 
ello ningún impuesto), en los Países Bajos se 
hubiera percibido sin lugar a dudas un im­
puesto sobre las aportaciones. 

12. a) A mi entender, hay un punto funda­
mental que debe facilitar considerablemente 
la solución de este problema: hay que dar 
una interpretación restrictiva al artículo 4 de 
la Directiva del Consejo cuando enumera 
las operaciones que dan lugar al impuesto 
sobre las aportaciones y ello es especial­
mente válido respecto a su apartado 2, que 
permite a los Estados miembros aplicar un 
régimen distinto, aunque de esta forma se 
haga más difícil alcanzar el objetivo fijado, 
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que es favorecer la libre circulación de capi­
tales mediante una imposición igual. 

13. Puede pensarse que este punto se justi­
fica, en primer lugar, a partir de ciertas pos­
turas adoptadas por los órganos comunita­
rios que participaron en la adopción de la 
Directiva, es decir, el Comité Económico y 
Social y el Parlamento. Es significativo a 
este respecto que el Comité Económico y 
Social subrayara en su dictamen que debía 
ser posible la supresión de los impuestos in­
directos sobre la concentración de capitales 
que tienen poco rendimiento y que no se in­
tegran ya en una fiscalidad racional y la­
mentó igualmente que no se pudiera supri­
mir también el impuesto sobre las aportacio­
nes, toda vez que apenas tiene justificación 
desde el punto de vista económico someter a 
impuesto la concentración de capitales.2 

Hay que destacar también que una resolu­
ción del Parlamento indicó que la supresión 
total de los derechos de aportación sería la 
mejor solución y reconoció que la solución 
propuesta significaba un progreso esencial 
hacia la realización de este objetivo.3 

14. A nuestro juicio, hay otra circunstancia 
que juega en favor de la postura de princi­
pio que consideramos justa: en los conside­
randos de la Directiva 85/303/CEE del 
Consejo (EE 09/01, p. 171), de 10 de junio 
de 1985, por la que se modifica la Directiva 
69/335/CEE se lee que los (efectos) econó­
micos del impuesto sobre las aportaciones 
son desfavorables para la concentración y el 
desarrollo de las empresas y, más aún, que 
la mejor solución para alcanzar estos objeti­
vos (el relanzamiento de las inversiones) 
consistiría en suprimir el impuesto sobre las 
aportaciones.4 A partir de aquí, se puede 
llegar simplemente a la conclusión de que el 

legislador comunitario aceptó, a partir de la 
adopción de la Directiva 69/335/CEE, una 
orientación que es asimismo un principio 
para las otras dos instituciones comunitarias. 

15. b) A partir de esta orientación y del ar­
tículo 4, apartado 2, letra a) (que reviste 
una importancia especial en este caso), hay 
razones para creer que la disposición no 
considera, cuando contempla el aumento de 
capital mediante la incorporación de benefi­
cios, e tc . , más que los casos en que hay en 
una sociedad dos masas de capital distintas 
(que son objeto de contabilidad separada y 
se inscriben eventualmente en registros pú­
blicos) en los que, mediante una operación 
particular, se produce entre las masas de ca­
pital un deslizamiento que tiene igualmente 
efecto sobre el derecho de la sociedad res­
pecto a terceros (de forma que los tenedores 
de partes ya no pueden disponer sin restric­
ciones del capital así aportado y, por consi­
guiente, desde el punto de vista del capital, 
puede hablarse de un «refuerzo del poten­
cial económico» de una sociedad, como se 
hizo en la sentencia del asunto 270/815). 

16. Por el contrario, después de esto, es di­
fícil imaginar operaciones del estilo de las 
que se consideran en el litigio principal: es 
decir, el caso de una sociedad que no tiene 
más que una masa patrimonial que crece 
progresivamente, como ha quedado afir­
mado de entrada, por efecto de beneficios y 
otras fuentes, y en la cual se produce tan 
sólo una modificación del capital nominal, 
es decir, de la clave de reparto que permite 
determinar el valor de las distintas partes, 
sin que ello tenga efectos jurídicos directos 
sobre la sociedad, ya que las partes de los 
distintos tenedores no se modifican en su 
conjunto. Incluso si el valor nominal global 
de la totalidad de las partes se inscribe efec­
tivamente de forma distinta en la contabili­
dad (lo cual, por lo que se refiere a la de-

2 — D O 133 de 22.7.1965, p. 2232. Se observará igualmente 
que se presentó una enmienda en el seno del Comité Eco­
nómico y Social —pero fue rechazada— con objeto de su­
primir totalmente los supuestos de imposición facultativa 
del apartado 2 del articulo 4. 

3 — D O 119 de 3.7.1965, p. 2057. 
4 — D O L 156 de 15.6.1985, p. 23. 

5 — Sentencia de 15 de julio de 1982 en el asunto 270/81, Feli­
citas Rickmers-Linie KG & Co./Finanzamt für Verkehr­
steuern in Hamburg, Rec. 1982, p. 2771. 
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mandada en el litigio principal, no nos pa­
rece que haya sido discutido en el procedi­
miento) y si se precisa una decisión de la 
Junta General para la modificación de los 
certificados, ello no es suficiente de por sí 
para que pueda creerse que hubo un au­
mento de capital en el sentido de la Direc­
tiva. Por el contrario, en el caso de que tal 
operación dé lugar a una imposición, con­
viene considerar el artículo 11 de la Direc­
tiva, según el cual está expresamente prohi­
bido sujetar a impuesto la creación, emisión 
y puesta en circulación de títulos. 

17. c) Cabe añadir a esto que parece, sin 
duda alguna, perfectamente posible aplicar 
el impuesto sobre las aportaciones a los au­
mentos del haber social del tipo de los que 
se producen en una sociedad «de concentra­
ción». Pero es evidente que ello exige dispo­
siciones especiales. A falta de las mismas en 
la Directiva, y no estando adaptada para se­
mejante caso la disposición del artículo 5 de 
la Directiva sobre el cálculo del impuesto 
sobre las aportaciones, no cabe otra actitud 
que ser proclive a afirmar que las operacio­
nes que son objeto del litigio principal no 
entran dentro del campo de la Directiva. 

18. Los aumentos del haber social se produ­
cen para una sociedad de «concentración» 
en gran número de operaciones a lo largo 
del año. Como no cabe ciertamente ver en 
cada una de ellas la realización de un hecho 
generador del impuesto sobre las aportacio­
nes, se hubiera debido determinar el mo­
mento a considerar para una sociedad de 
este tipo. Ahora bien, la Directiva no con­
tiene ninguna especificación en este sentido. 

19. Por otra parte, no tendría sentido el no 
referirse más que a una modificación del va­
lor nominal de los certificados distribuidos. 
Las sociedades sujetas a la imposición po­
drían simplemente renunciar a la misma, 
sustrayéndose de esta forma sin dificultades 

a la imposición. También tienen la posibili­
dad —la demandada lo demostró mediante 
algunos ejemplos unidos a sus observaciones 
escritas— de influir sobre el cálculo del im­
puesto sobre las aportaciones en función del 
nivel de las cotizaciones que pretenden, lo 
cual ciertamente no es aceptable. 

20. d) Por el contrario, parece que varias 
alegaciones expuestas por la demandante en 
apoyo de su tesis no añaden nada decisivo. 

21. Así ocurre, en primer lugar, cuando in­
dica que la Directiva 69/335/CEE, como lo 
demuestra el artículo 3, apartado 1, letra b), 
ya citado, se aplica a todas las sociedades de 
capital posibles (y, por ello, no sería proce­
dente si se deben distinguir o no distintas 
masas patrimoniales en función de las dispo­
siciones contables), y cuando se refiere al 
artículo 5, apartado 1, letra c), según el cual 
lo que importa es el importe nominal de un 
aumento de capital. 

22. Efectivamente, no cabe deducir del sim­
ple hecho que la Directiva tenga un amplio 
campo de aplicación por lo que se refiere a 
las sociedades afectadas, que las operaciones 
del tipo de las descritas en el artículo 4, 
apartado 2, letra a), de la Directiva, utili­
zando criterios bien precisos, puedan tam­
bién contemplarse en cualquier sociedad de 
este tipo, con independencia de su estruc­
tura. 

23. Por otra parte, por lo que se refiere al 
artículo 5, apartado 1, letra c), parece del 
todo falso, en primer lugar, querer sacar de 
una disposición relativa al cálculo del im­
puesto sobre las aportaciones datos para la 
interpretación de la disposición que describe 
los hechos generadores del impuesto sobre 
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las aportaciones. Además, está claro que la 
disposición citada (que pretende excluir que 
se funde en la cotización de los títulos dis­
tribuidos con ocasión de un aumento de ca­
pital) no se adapta exactamente a las opera­
ciones del tipo de las que aquí nos interesan. 

24. Se impone la misma conclusión cuando 
el demandante se refiere a los considerandos 
de la Directiva (uno de cuyos pasajes indica 
que la armonización de tales impuestos que 
gravan la concentración de capitales debe 
concebirse de tal manera que las repercusio­
nes presupuestarias para los Estados miem­
bros se reduzcan al mínimo), y cuando ad­
mite que el impuesto sobre las aportaciones 
(como reza una declaración del Ministro 
ante el Parlamento) ha sustituido fundamen­
talmente en Dinamarca al impuesto del tim­
bre (que se aplicaba manifiestamente a ope­
raciones del estilo de las que nos interesan 
aquí). 

25. El citado considerando no puede justifi­
car por sí sólo una ampliación de los hechos 
generadores de imposición que se han pre­
visto, aunque sólo fuera, abstracción hecha 
de la interpretación restrictiva que se im­
pone, como ya hemos visto en la introduc­
ción, porque los considerandos muestran 
igualmente que no cabe permanecer en to­
dos los casos en el statu quo ante, lo cual es 
evidente en los procesos de armonización. 

26. Si hay que admitir, por otra parte, que 
un canje de certificados del tipo del que 

debe juzgar el órgano jurisdiccional compe­
tente estaba sujeto en el pasado al impuesto 
del timbre, ello no puede dar ninguna indi­
cación para la interpretación de la Directiva 
comunitaria, por cuanto no se basa en la 
emisión de títulos 6 y por cuanto se debe lle­
gar, según ella —en interés de la unificación 
del Derecho para facilitar la circulación de 
capitales—, a la supresión de los supuestos 
de imposición particulares e internos. 

27. Finalmente, de nada sirve señalar que 
los objetivos atribuidos a la demandada los 
puede igualmente perseguir una sociedad 
anónima como tampoco admitir, como lo 
demuestra la evolución legislativa, que se 
han asimilado desde el punto de vista fiscal 
las sociedades del tipo de la demandada y 
las sociedades anónimas o las de responsabi­
lidad limitada. 

28. Lo que importa es, precisamente, el he­
cho que la sociedad demandada no reviste 
la forma de una sociedad anónima sino que 
está estructurada de forma claramente dis­
tinta (es decir, de una forma que no existen 
masas de capital distintas sujetas a disposi­
ciones distintas). Por lo demás, si se podría 
efectivamente apreciar en Dinamarca esta 
evolución legislativa (es significativo que no 
se ha hablado más que de una aproximación 
fiscal), ello no permite afirmar que análoga 
aproximación o asimilación hayan sido con­
sideradas oportunas a nivel comunitario, 
precisamente en materia de impuesto sobre 
las aportaciones. 

C. Conclusión 

A partir de estas consideraciones, tengo que proponer las siguientes respuestas a 
las cuestiones del Højesteret: 

6 — Véase articulo 11. 
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29. «a) Los artículos 10 y 11 de la Directiva 69/335/CEE del Consejo deben in­
terpretarse en el sentido que un Estado miembro no está autorizado para aplicar, a 
las sociedades de capital definidas por el artículo 3 de la Directiva, una tributación 
distinta del impuesto sobre las aportaciones y de los impuestos mencionados en el 
artículo 12, respecto a las operaciones mencionadas en los artículos 10 y 11 de la 
misma Directiva. 

30. b) El artículo 4, apartado 2, letra a), de la Directiva debe ser interpretado en 
el sentido de que el impuesto sobre las aportaciones no puede percibirse más que 
cuando se produce una ampliación del capital social realizada de forma diferen­
ciada, mediante una aportación expresa de los valores de activo que se mencionan 
en la disposición, en tanto que un simple aumento del capital nominal en forma de 
un aumento nominal del número de certificados no es suficiente.» 
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